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ta de la pegatina) se transformó en otr,! de índ~le. sus­
tantiva, que se hizo equivaler al completo incumplimiento
de la obligación tributaria. Un incumplimiento que no
puede sostenerse que esté ineludiblemente implícito en
la falta de la pegatina. pues es obvio que no pueden
equipararse (ni por su naturaleza ni por su entidad) la
falta de pago y la falta de los documentos que lo acre­
ditan, y que ni siquiera fue aludido en la propuesta de
sanción (que. como ya se. ha dicho, contemplaba sola
y estrictamente el defecto formal concurrente). Todo lo
anterior evidencia que ha habido una módificación sus­
tancial de los hechos imputados. loqüe ha provocado
efectivamente una vulneración del derecho fundamental
invocado.

Las consideraciones expuestas no quedan invalidadas
por el hecho de que el actor adjuntase al propio pliego
de descargos la documentación acreditativa del pago
de la referida tasa. Como afirma con acierto el Ministerio
Fiscal. la limitación en el tipo delimitado por la infracción·
de que· se le acusó en un primer momento provocó una
sustancial redUcción de las posibilid¡:¡des de defensa.
puesto que había otros extremos dis,cutibles al respecto
(como el momento y condiciones en que el pago se
realizó y su aptitud para entender satisfecha la deuda
tributaria conforme a la normativa administrativa que
resultaba de aplicación) que ni siquiera fueron contem-'

.piados en el expediente administrativo porque no era
necesario dada la naturaleza de la infracción denunciada.
y que eran de relevancia manifiesta. si la infracción defi­
nida ab initio hubiese hecho referencia al incumplimiento
total de la obligación.

tampoco pueden considerarse obviadas las canse­
c,uencias de la infracción del principio acusatorio por
el hecho de que, con posterioridad. en el proceso con­
tencioso. la parte hubiera podido alegar y probar en rela­
ción con la imputación por la ... que definitivamente fue
sancionada. La vigencia del principio acusatorio respecto
del procedimiento administrativo se predica de éste.
como manifestación que es del ejercicio del ius puniendi
del Estado en la que deben ejercerse sin trabas las garan­
tías de defensa que alcanzan relieve constitUcional, y
sin· que el ulterior proceso judicial alcance a subsanar
la disminución de esas garantías en el procedimiento
administrativo.

FALLO

En· atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA, ' .

. Ra decidido

, Otorgar el amparo solicitado. y en su virtud:

1.° Declarar el derecho del actor a ser informado
de la acusación formulada contra él.

2.° Declarar la nulidad de la Resolución delCons'ello
de la Xunta de Galicia. de 22 de junio de 1989. y la
de la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Adminis­
trativo del Tribunal Superior de Justicia de Galicia. de
12 de noviembre de 1992.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veintitrés de mayo de mil nove­
cientos. noventa y cuatro.-Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal AlleRde.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.

14594 Sala Primera. Sentencia 161/1994, de 23 de
mayo de 1994. Recurso de amparo
860/1993. Contra Sentencia de la Sala
Segunda delTribunal Supremo dictada en pro­
ceso sobre delitos contra la salud pública. Vul­
neración del derecho a la tutela judicial efec­
tiva: derecho a ser informado de la acusación.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, cQm­
puesta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer.
Presidente; don Fernando García-Mon y González-Regue­
ral, don Carlos de, la Vega Benayas. don Vicente Gimeno
Sendra, don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

J
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Respecto del segundo (y por tanto, con referencia
a la hoy actora) solicitaba, «admitiendo que el ~speed~

ocupado no causa grave daño ala salud, la pena de
cuatro años, dos meses y un día de prisión menor, multa
de 51.000.000 de pesetas», accesorias y el cierre del
bar «Hamleb> por seis meses, así como el comiso del
dinero y demás objetos.

d) Con fecha 8 de febrero de 1993,Ia Sala Segunda
del Tribunal Supremo dictó Sentencia que, aún reco­
giendo el motivo de casación referido a la actora que
articulase el Ministerio Fiscal. condenó a la actora a la
pena de ocho años y un día de prisión mayor y multa
de 100.000.001 pesetas, considerando que en este caso
«se trata de sustancia que causa grave daño a la salud»,
calificación ésta que nadie había discutido en el recurso,
pues el propio Ministerio Fiscal recurrente aceptó en
el caso los extremos probados al respecto en la Sen­
tencia impugnada. la parte afirma no entender si tal
calificación era predicable de las sustancias incautadas
a los demás procesados.

3. Considera la actorá que la resolución de la Sala
Segunda del Tribunal Supremo ha desconocido el art.
24 C.E., en cuanto garantiza el derecho a ser informado
de la acusación. En efecto, no habiendo discutido ni
siquiera el Ministerio Fiscal la naturaleza de las sustan­
cias incautadas a la procesada, no se hizo necesario
defenderse sol5re este extremo en el curso del proceso

. de casación, con lo que el.resultado de indefensión queda
acreditado, así como la vulnerac"ión del derecho invo-
cado. . . .

Estos mismos hechos, además, vulneran el derecho
de la actora a un proceso público con todas las garantías,
por verse privada de medios de defensa al no versar
sobre este extremo el escrito del Ministerio Fiscal.

Por t<?do lo. anteripr solicita de este Tribunal que dicte
Sentencia estimatOria, declarando la nulidad de la reso­
lución impugnada.
. Por otrosí solicita le sea concedida la suspensión de
la resolución impugnada.

4. Por providencia de6 de mayo de 1993, la Sec­
ción Segunda acordó la inadmisión del recurso deampa­
ro, por carecer manifiestamente la demanda de conte­
nido constitucionaL Contra dicha providencia interpuso
recurso de súplica el Ministerio Fiscal. en escrito regis-

. trado el 20 de mayo de 1993, solicitando que fuera
requerida la remisión de las actuaciones, por no des­
prenderse, de la documentación que acompañaba· a la .
demanda, que ésta careciese manifiestamente de con­
t~ni~Q constitucionaL Entendía el Fiscal que era impres­
cmdlble conocer (de acuerdo con la jurisprudencia sen­
tada en la STC 17/1988) si la calificación del Ministerio
Fiscal y la Sentencia de la Audiencia Provincial de San
Sebastián abordaron esta cuestión del tipo cualificado,
o la misma surgió dentro del propio recurso de casación.
Por providencia de fecha 31de mayo de 1993 la Sec­
ción acordó requerir a los órganos jurisdiccio~ales de
procedencia para que remitiesen testimonio del recurso
de casación ydel rollo de apelación. Recibidas las actua­
ciones, por providencia de 14. de febrero de 1994, la
Sección acordó conceder al Ministerio Fiscal plazo de
tres días para que alegase lo que estimase pertinente
en relación con el recurso de súplica presentado.

5.· Por escrito registrado el 17 de febrero de 1994
el Ministerio Fiscal evacuó el trámite conferido, expre­
sando su opinión favorable á la admisión de la demanda.
Basaba su argumentación en los extremos siguientes:

a) El Fiscal de la Audiencia de San Sebastián había
calificado los hechos definitivamente como constitutivos

de un delito contra la salud pública de sustancias que
causaban grave daño a la salud, en cantidad de notoria
i'!1portancia y en establecimiento público [arts. 344, 34L
bIs a) 2 y 3 C.P.]. .

b) la Audiencia Provincial de San Sebastián, en su.
Sentencia, consideró que la sustancia incautada no afec­
taba gravemente a la salud; entendió que en la hoy actora
no concurría el elemento cualificador de la notoria impor­
tancia y no se pronunció expresamente sobre el ele­
mento cualificador de. realización de los hechos en esta·
blecimiento abierto al público. .

c) El Fiscal de la Audiencia de San Sebastián preparó
el recurso de casación en los términos a que antes se
ha hecho referencia sobre los extremos que ahora inte­
resan. En el escrito de interposición, alegó exclusivamen·
te la infracción, por indebida aplicación, del art. 344

. bis a), 2.°, del C.P. (realizar los actos de tráfico en el
bar que regentaba la demandante de amparo) y,en con­
secuencia, solici~ó se le condenara a las penas superiore~

en grado a las Impuestas (esto es, a cuatro años, do~

meses y un día de prisión menor, multa de 51.000.00C
de pesetas y tres meses de arrestosustitutorio).

. d) En la Sentencia de la Sala Segunda del Tribunal
Supremo, sin embargo, no se distinguió adecuadamente
entre los motivos que afectaban exclusivamente a la
demandante de amparo, entremezclándolos con los que
se referían a los demás procesados (en los que sí se
impugnaba la apreciación de la cuantía de notoria impor­
tancia). Concluye el Ministerio Público, siguiendo la doc­
trina sentada en la STC 17/1988, que en ésta se dis­
tingue entre los supuestos en que el Tribunal senten­
ciador hace uso de las facultades de determinación de
la pena, según su prudente arbitrio, de aquellos otros
en que exista error en la calificación jurídica, en cuyo
caso debe hacer uso de la facultad concedida en el art.
733 l.E.Crim. Esta doctrina debe llevar adistinguirlos
supuestos de las llamadas «agravantes genéricas» (del·
.arto 10 C.P.), en que regiría lo dispuesto en la mencionada
Sentencia, de aquellos otros en que se trata de apreciar
«tipos agravados» o «cualificados», en que el Tribunal
debe hacer uso de la citada facultad so pena de incurrir
en incongruencia. Por todo lo expuesto, consideraba el
Ministerio Público que en el caso había concurrido una
incongruencia extra petita, al excederse la pretensión
penal del Ministerio Fiscal sin usarse la facultad prevista
en el citado precepto de la l.E.Crim. (que, por otra parte,
está previsto para el juicio oral, pero no para la casación).

6. Por providencia de 8 de marzo de 1994, la Sec­
ción acordó admitir a trámite el recurso de amparo, requi­
riéndose a la Audiencia Provincial de San Sebastián para
que emplazase a quienes fueron parte en el proceso,
abriéndose la correspondiente pieza separada de sus­
pensión.

7. Con fecha 13 de abril de 1994 se dictó nueva
providencia en que se otorgaba a las partes y al Minis­
terio Fiscal. plazo común de veinte días para queefec­
tuasen las alegaci~nes que a su derecho convinieran.

8. Por escrito registrado con 'fecha 5 de mayo de
1994, la parte efectuó las suyas, que reproducían sus­
tancialmente las efectuadas en la demanda.

... 9. Por ~u parte, ~I Min~sterio Fiscal formuló alega­
ciones mediante escrito registrado con fecha 6 del mis­
mo mes y año. En él expresaba su parecer favorable
a la estimación de la demanda de amparo, por los moti­
vos, siguientes. la demandante de amparo alegaba la
vulneración de los derechos fundamentales a ser infor­
mado de la acusación (art. 24;2 C.E.), a la tutela judicial
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efectiva sin indefensión (art. 24~ 1 C.E.), y a un proéeso
público con todas las garantías. que supuestamente fue­
ron infringidos por la Sentencia de casación.

En el caso. la pretensión punitiva que debió ser resuel­
ta por la Sala Segunda del Tribunal Supremo no venía
constituida por la calificación definitiva efect~ada en la
instancia. sino por el contenido de los escritos de pre­
paración e interposición del recurso de casación. en los
que el Minis~erio Fiscal aceptó. respecto de la hoy actora.
que las sustancias que le fueron ocupadas no producían
grave daño para la salud. Tal es el mandato que se des­
prende del arto 902 L.E.Crim.

Pese a lo cual. la Sala estimó la concurrencia de dicho
elemento cillificadordel tipo. que el Fiscal había excluido.
imponiendo la pena correspondiente a dicha estimación.
Estima. pues. que se han producido las vulneraciones
delárt. 24.2 C.E. a que se .hacía referencia en la STC
17/1988. pues aunque 1i3 defensa conoció de la acu­
sación y pudo defenderse frente a ella. no existió corre-

. lación entre lél pretensión penal ejercitada y la parte .dis­
positiva de la Sentencia. Lo anterior. además. tuvo lugar
en el recurso de casación. en que no está establecido
el trámite previsto en el arto 733 L.E.Crim. dado el estre­
cho marco en que se desenvuelve.

Consecuencia de lo dicho es que se ha penado a
"la actora por un delito sancionado mas gravementé. del
,que no fue acusada y qUe no podíainferirse de los hechos
que le fueron puestos de manifiesto. El elemento cua­
lificador de ccsustanciaque causa grave daño a la salud»

-tiene, pues. relevancia suficiente como para haber sido
objeto de específico debate -como sucedió en la ins­
tancia-. sin que fuera constitucionalmente legítimo san­
cionar en casación sin que la parte tuviera ocasión de'
defenderse. pues no sé trataría de mera corrección
de hechos materiales en el escrito dé acusación. sino
de imputar un auténtico hecho y delito diferente. cas"
tigado con mayor pena. Lo anterior fuerza. pues. a esti­
mar el recurso por haberse vulnerado efectivamente los
derechos fundamentales invocados.

10. Por providencia de 19 de mayo de 1994. se
señaló para deliberación y votación de la presente Sen­
tenciael día 23 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo se contrae a la
eventual vulneración de los derechos a un proceso públi­
co con todas las garantías. a la tutela judicial efectiva
sin indefensión y a ser informado de la acusación for­
mulada contra la. hoy actora en el proceso penal (art.
24. apartados 1 y 2. C.E.). Dicha vulneración múltiple
se habría materializado en un solo hecho: que la Sen­
tencia de la Sala Segunda del Tribunal Supremó había
alterado la valoración de las sustancias que le fueron
intervenidas a la actora que había prevalecido en la Sen­
tencia de la Audiencia Provincial de San Sebastián.
pasando a calificarlas comograv~mente nocivas para ­
la salud, en el sentido delart. 344 C.P.• siendo así que
el Ministerio Fiscal-único recurrente en casación- acep­
tó la valoración de estas sustancias efectuadas por el
Tribunal de instancia en relación con la hoy demandante
de amparo. aunque sí las discutiera respecto de los
demás procesados junto a ella. Tanto la parte actora
como el Ministerio Fiscal consideran que. con su reso­
lución. el Tribunal Supremo ha alterado un elemento
fundamental del tipo delictivo por el que se la condenó.
cual era el factor cualificador en un tipo agravado como
lo es el tráfico de sustancias gravemente nocivas para
la salud. Y esa alteración. además, se ha producido sin
que la parte tuviese ocasión, de defenderse (pues las
peticiones del Ministerio Fiscal en este sentido no se

referían a ella) y sin que la Sala hiciera uso de un ins­
trumento procesal que permitiera subsanar estos defec­
tos de defensa (como el que proporciona el arto 733
L.E.Crim.) porque éste era ya impracticable en éasación.

2. En la doctrina de este Tribunal ya se ha tenido
ocasión de afirmar que en el proceso penal se ir:lstaura.
por lo que aquí interesi3. un ccsistema complejo de garan­
tías» vinculadas entre sí. que impone la necesidad de
que c<la condena recaiga sobre los hechos que se imputan
al acusado ... puesto que el debate procesal vincula al
juzgador. impidiéndole excederse de los términos en que
viene formulada la acusación o apreciar hechos o cir­
cunstancias que no han sido objeto de consideración
en la misma. ni sobre los cuales. parlo tanto. el acusado
ha tenido ocasión de defenderse» (SrC 205/1989, fun-
damento jurídico 2.°). .

En la misma línea, la STC 17/1988 concluye que
<cel debate procesal oo' vincula al juzgador penal. en cuan­
to que no podrá pronunciarse sobre hechos no aportados
al proceso ni objeto de la acusación~ ni podrá calificar
jurídicamente los hechos de forma que integren un delito
de mayor gravedad que el definido en la acusación»
(fundamento jurídico 5.°). '

Es cierto que el juzgador puede remediar errores de
la acusación. pero dentro de les márgenes que le impone
el principio acusatorio, de tal suerte qué difha corrección
(salvo mecanismos específicos como los del arto 733
L,.E.Crim.• que no procedían en casación) no puede apa­
rejar una alteración de los hechos aducidos en el proceso,
y' tampoco exceder celos márgenes de la pena corres­
pondiente al tipo penal que resulte de la' calificación
jurídica de los hechos formulada en la acusación y deba­
tida en el proceso» (fundamento jurídico 6.°) (SSTC
105/1983. fundamentosjurídicos 3.° y 4.°; 141/1986.
fundamentos jurídicos 1.° ,y 2.° ; 211/1991. fundamen­
to jurídico 1.°; 11/1992. fundamento jurídico 3.°. entre
otras). -

3. En el presente caso. como se ha dicho. la Sala-,
sentenciadora corrigió la calificación hecha por el Minis­
terio Fiscal en el escrito de formalización del recurso
~ue. dadas -las características concurrentes en el caso.
delimitabáel objeto del debate-; debiendo valorarse lo
sucedido a la luz de la doctrina anteriormente descrita.

Como sostiene el Ministerio Fiscal.' al aceptarse en
la calificaciÓn hecha por la Sala que las sustanciasincau­
tadas causaban grave daño a la salud, no se produjo
una alteración irrelevante. ni se mantuvo la referencia
a tipos .genéricamente homogéneos. en los que cada
uno de los elementos del primero está subsumido en
el segundo. Al contrarió. se inéorporaba un elemento
trascendente. porque era un factor delimitador de un
tipo cualificado. penado másgravemente en el precepto
correspondiente de la norma penal pues, en efecto. el
arto 344 C.P. sancionaba con mayor rigor (de prisión
menor en su grado medio a prisión mayor en su grado
mínimo y multa de 1.000~000 a 100.000.000 de pese­
tas) a los que traficasen con este tipo de sustancias
si causaban grave daño a la salud. en tanto que la pena
era de arresto mayor en su grado máximo a prisión menor
en su grado medio y multa de 500.000 a 50.000.000
de pesetas ccen los demás casos». en cuyo enunciado
genérico se situaba la calificación originaria. De este

. modo se alteraron los términos mismos en que se for­
mulara la acusación por el Ministerio Público. pues el
decisivo factor cualificador había sido expresamente
excluido en aquélla. Y. en consecuencia. se quebró res­
pecto de la actorala estructura y el orden lógico interno
del debate. impidiéndose la contradicción y la defensa
sobre los nuevos términos en que éste se hubiera plano'
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teado, de hacerse explíci,tos los nuevos márgenes de
la acusación.

Todo lo cual conduce a apreciar que, efectivamente,
se ha desconocido el derecho de la actora a ser infor­
mada de la acusación formulada contra ella. tal como
le era garantizado por el art. 24 C.E.

La apreciación de este motivo de amparo hace inne­
cesario un análisis diferenciado de los demás formulados
en la demanda. que se revelan como consecuencias
necesarias e inescindibles de la vulneración del derecho
a ser informado de la acusación, en los términos en
que acaba de ser estimada. con lo que, obviamente,
también han sido desconocidos los derechos en que
aquéllas se garantizan.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo y, en su virtud:

1.° Declarar el derecho de la recurrente a ser infor­
madade la acusación formuladacontra ella.

2,° Declarar la nulidad de la Sentencia de la Sala
Segunda del Tribunal Supremo. de 8 de febrero de 1993.

3.° Retrotraer las actuaciones al momento inmedia­
tamente anterior a dictarse la Sentencia en casación,
para que la Sala proceda a dictar otra en que se respeten
los dereclJosfundamental~s de la recurrente.

PuWquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintitrés de mayo de mil nove­
cientos noventa y cuatro.-Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-earlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmadoyrubricado.

14595 Sala Primera. Sentencia 162/1994, de 23 de .
mayo de 1994. Recurso de amparo
1.645/1993. Contra Auto del Tribunal Supre­
mo por el que se inadmitió recurso de casa­
ción. Supuesta vulneración del derecho a la
tutela judicial efectiva: inadmisión motivada
del recurso de casación intentado.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral,
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno
Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz VillaIón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.645/93, interpuesto
por don José Fernando Cerisuelo Vidal. representado
por la Procuradora doña Cristina Huerta Vidal. y bajo
la dirección letrada de don Emilio Pons Juanpere. inter­
pone recurso de amparo contra el Auto del Tribunal

Supremo, de fecha 22 de abril de 1993, por el que
se inadmitió el recurso de casación núm. 1.738/92. Ha
intervenido el Ministerio Fiscal. y como parte demafl­
dada, el Banco Exterior de España, representado por el
Procurador don Antonio García Martínez, y asistido del
Letrado don Fernando de Val Pardo. Ha sido Ponen1e
el Magistrado don Carlos.de /Ia Vega Benayas. quien
expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el día 24
de mayo de 1993, la representación procesal de don

. José-Fernando Cerisuelo Vidal formuló demanda de
amparo contra el Auto, de fecha 22 de abril de 1993,
de la Sala Primera del Tribunal Supremo, recaído en el
recurso de casación núm. 1.738/92.

2. La demanda se basa en los siguientes hechos:

.~) El demandante de amparo promovió en su día
JUICIO de la Ley de Arrendamientos Urbanos, del que
conoció el Juzgado de Primera Instancia núm. 1, de Cas­
tellón. que dictó Sentencia estimando parcialmente la
demanda.

b) Interpuesto recurso de apelación por la parte
demandada, la Sección Sexta de la Audiencia Provincial
de Castellón dictó Sentencia, de fecha 29 de febrero
de 1992 por la que, estimando en parte el recurso, revo­
có la Sentencia de Instancia.

c) . El hoy demandante de amparo recurrió en caSé­
ción la expresada Sentencia, mediante escrito de 21
de abril de 1992, La Audiencia tuvo por preparado el
mencionado recurso, que fue formalizado con fecha 15
de junio de 1992.

d) La Sal¡:¡ de lo Civil del Tribunal Supremo dictó
Auto. con fecha 22 de abril de 1993, inadmitiendo el
recurso basándose para ello en la Disposición transitoria
segunda de la Ley 10/1992, que modificó el art. 135
de la L.A.U., y con él. la cuantía para acceder al recurso
de casación, que qued~ fijada en 1.000.000 de pesetas.

3. La demanda de amparo funda su queja en la
vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva reco­
nocido en el arto 24 C.E., en su vertiente de acceso a
los recursos, que se habría producido al inadmitir un
recurso, que fue tramitado y preparado con anterioridad
a la entrada envigar de la Ley 10/1992, Gonsiderando
que el momento que debe tenerse en cuenta para fijar
los requisitos del recurso, es el de su preparación dada
la unidad o correlación que debe presidir la preparación
y la interposición del recurso que no son sino dos fases
del ejercicio del derecho al recurso. Al margen de lo
anterior, alega el solicitante de amparo que también se
ha vulnerado el derecho a la tutela judicial efectiva por·
que el requisito de la cuantía se ha interpretado de una
maneJa inadecuada a la finalidad perseguida. Por todo
ello termina suplicando la declaración de nulidad del
Auto.

4. Por providencia de 4 de octubre de 1993 la Seco
ción Segunda de la Sala Primera admitió a trámite lél
demanda de amparo formulada por el recurrente, y de
conformidad con el arto 51 de la Ley Orgánica del Tri·
bunal Constitucional. se requirió al Tribunal Supremo,
a la Audiencia Provincial de Castellón, y al Juzgado de
Primera Instancia núm. 1 de VillarreaL para que en -el
plazo de diez días, remitieran respectivamente testimo­
nio del recurso de casación núm. 1.738/92, del rollo
de apelación núm. 447/91, y de los autos núm. 378/90,
interesando al propio tiempo el emplazamiento de cuan·


